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su pretensión ante el Tribunal Supremo fundamental-
mente en dos motivos: primero, la idoneidad del valor
declarado a efectos de determinación de la base impo-
nible del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales
y Actos Jurídicos Documentados; y, segundo, la falta
de motivación del acto de comprobación de valores. Pese
a ello únicamente obtuvo respuesta expresa al primero
de los motivos indicados, quedando totalmente incon-
testado el segundo, con lo que se ha incurrido en el
vicio de incongruencia omisiva o ex silentio al dejar de
pronunciarse la resolución judicial sobre una de las pre-
tensiones correctamente planteadas (entre muchas,
SSTC 26/1997, de 11 de febrero, FJ 4; 16/1998, de 26
de enero, FJ 4; 215/1999, de 29 de noviembre, FJ
3; 86/2000, de 27 de marzo, FJ 4; 156/2000, de 12
de junio, FJ 4; 210/2000, de 18 de septiembre, FJ 3;
212/2000, de 18 de septiembre, FJ 4; 271/2000, de
13 de noviembre, FJ 2; 5/2001, de 15 de enero, FJ
4; y 33/2001, de 12 de febrero, FJ 3).

3. Lo expuesto nos conduce, consiguientemente,
ante la situación de que, bajo la aparente vulneración
del principio de igualdad del art. 14 CE, nos encontramos
verdaderamente ante una resolución judicial que resulta
incongruente por dejar incontestadas parte de las pre-
tensiones de la actora. Es decir, realmente la queja de
la recurrente se basa en la lesiva omisión de la debida
respuesta a su alegato de falta de motivación (cosa con-
traria de lo que ocurrió en la Sentencia aportada como
de contraste, en la cual el análisis de la falta de moti-
vación de la comprobación de valores condujo a la esti-
mación del recurso de apelación y a la anulación de
la resolución recurrida) y, en consecuencia, en la falta
de respuesta a todas sus pretensiones. Parece evidente,
entonces, como así lo han puesto de manifiesto tanto
el Abogado del Estado como el Ministerio Fiscal, que
resultaba procedente y adecuado al fin pretendido el
planteamiento con carácter previo del incidente de nuli-
dad de actuaciones previsto en el artículo 240.3 LOPJ,
a la sazón vigente. En efecto, aun cuando el incidente
de nulidad de actuaciones frente a resoluciones judiciales
firmes constituía un recurso manifiestamente improce-
dente antes de la reforma del art. 240 LOPJ operada
por la Ley Orgánica 5/1997, de 4 de diciembre (por
todas, SSTC 185/1990, de 15 de noviembre, FJ 4;
245/2000, de 16 de octubre, FJ 2; 12/2001, de 29
de enero, FJ 2; y 15/2001, de 29 de enero, FJ 3), sin
embargo se muestra como imprescindible tras la citada
reforma en orden al cumplimiento del requisito previsto
en el art. 44.1 a) LOTC, relativo al agotamiento de todos
los recursos utilizables dentro de la vía judicial (SSTC
108/1999, de 14 de junio, FJ 2; 169/1999, de 27
de septiembre, FJ 3; 82/2000, de 27 de marzo, FJ 2;
178/2000, de 26 de junio, FJ 3; y 284/2000, de 27
de noviembre, FJ 3). Es doctrina de este Tribunal que
el art. 44.1 LOTC regula el recurso de amparo contra
resoluciones de órganos judiciales y establece, entre
otras, la exigencia de agotar todos los recursos utilizables
en la vía judicial ordinaria como consecuencia del carác-
ter subsidiario del recurso de amparo, ya que la tutela
general de los derechos y libertades corresponde (con-
forme al art. 53.2 CE) primeramente, a los órganos del
Poder Judicial, y, por tanto, cuando existe un recurso
susceptible de ser utilizado, y adecuado por su carácter
y naturaleza para tutelar la libertad o derecho que se
entiende vulnerado, tal recurso ha de agotarse antes
de acudir a este Tribunal (SSTC 122/1996, de 8 de
julio, FJ 2; 76/1998, de 31 de marzo, FJ 2; 211/1999,
de 29 de noviembre, FJ 2; y 284/2000, de 27 de
noviembre, FJ 2).

4. Pues bien, la Ley Orgánica 5/1997, de 4 de
diciembre, que vino a dar una nueva redacción al
art. 240.3 LOPJ, se publicó en el «Boletín Oficial del Esta-

do» del día 5 de diciembre siguiente, entrando en vigor
(conforme a su Disposición final única) al día siguiente
de su publicación en el BOE, es decir, el día 6 de diciem-
bre (incluso su Disposición transitoria primera disponía
la aplicación de esa nueva redacción del art. 240 LOPJ
también a los procesos que hubiesen finalizado por reso-
lución o Sentencia irrecurrible dentro del mes anterior
a su promulgación), por lo cual, si la Sentencia impug-
nada tiene fecha de 15 de diciembre de 1997, habiendo
sido notificada el día 15 de enero de 1998, es patente
que era exigible la interposición previa del incidente de
nulidad de actuaciones previsto en el art. 240.3 LOPJ,
y, al no haber sido hecho así por la parte actora, el
presente recurso de amparo deviene inadmisible al
haberse interpuesto de forma prematura por falta de
agotamiento de la vía judicial previa.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir el recurso de amparo núm. 567/98, inter-
puesto por el Procurador de los Tribunales don Gumer-
sindo Luis García Fernández en nombre y representación
de doña María Amparo Villar Cánovas contra la Sen-
tencia de la Sección Segunda de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo de 15 de diciembre de 1997.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de abril de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Híjas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

10045 Sala Segunda. Sentencia 106/2001, de 23
de abril de 2001. Recurso de amparo
3199/98. Promovido por don José Ángel
Biguri Camino frente a los Autos de la Audien-
cia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria que confirmaron
el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera
de la Mancha sobre la intervención de sus
comunicaciones orales y escritas procedentes
del exterior.

Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (incongruencia) y vulneración
parcial del derecho al secreto de las comu-
nicaciones: resoluciones judiciales que no
transmutan el objeto de la queja; alcance,
motivación y duración de la intervención de
las comunicaciones de un recluso que per-
tenece a una organización terrorista (STC
200/1997), pero falta de remisión de la medi-
da al órgano judicial.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
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Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3199/98, promovido
por don José Ángel Biguri Camino, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Marta Martínez
Tripiana y asistido por el Letrado don Gregorio García
Aparicio, contra el Acuerdo del Consejo de Dirección
del Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha, de
29 de septiembre de 1997, sobre mantenimiento de
la intervención de las comunicaciones orales y escritas
y contra los Autos del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria
núm. 1 de Castilla-La Mancha, con sede en Ciudad Real,
de 12 de enero y 11 de febrero de 1998, y de la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Ciudad Real, de
8 de junio de 1998. Ha comparecido y formulado ale-
gaciones el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente
el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El día 13 de julio de 1998 tuvo entrada en el
Registro General del Tribunal Constitucional un escrito
de don José Ángel Biguri Camino, interno en el Centro
Penitenciario de Herrera de la Mancha, en el que solicitó
la designación de Abogado y Procurador del turno de
oficio para interponer recurso de amparo contra los
Autos del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1
de Castilla-La Mancha, con sede en Ciudad Real, y de
la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Ciudad
Real a los que se ha hecho mención en el encabeza-
miento de esta Sentencia.

2. La Sección Tercera del Tribunal Constitucional,
por providencia de 20 de julio de 1998, acordó conceder
al solicitante de amparo un plazo de diez días para que
aportase copia de los Autos del Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha, con sede
en Ciudad Real, de 12 de enero y 11 de febrero de
1998, y acreditase fehacientemente la fecha en que le
fue notificado el Auto de la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Ciudad Real, de 8 de junio de
1998, así como, al objeto de designarle Abogado y Pro-
curador del turno de oficio, haber gozado de los bene-
ficios de justicia gratuita en el proceso judicial antece-
dente, aportando copia de la resolución por la que se
le concedió tal beneficio o haber solicitado su concesión
ante el Colegio de Abogados de Madrid o ante el Juez
Decano de su domicilio, adjuntando copia sellada de
dicha solicitud (art. 8 del Acuerdo del Pleno del Tribunal
Constitucional, de 18 de junio de 1996, sobre asistencia
jurídica gratuita en los procesos de amparo consti-
tucional).

Remitida la documentación solicitada, la Sección Ter-
cera del Tribunal Constitucional, por providencia de 21
de septiembre de 1998, acordó dirigir atentas comu-
nicaciones a los Colegios de Abogados y de Procuradores
de Madrid, a fin de que, de conformidad con lo dispuesto
en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica
gratuita y en el Acuerdo del Pleno del Tribunal Cons-
titucional de 18 de junio de 1996, procediesen a la desig-
nación de Abogado y Procurador del turno de oficio que
defendiese y representase, respectivamente, al deman-
dante de amparo, acompañando a dicha comunicación
los documentos remitidos por el interesado.

3. Cumplimentadas por los Colegios de Abogados
y Procuradores de Madrid las anteriores comunicaciones,

la Sección Tercera del Tribunal Constitucional, por pro-
videncia de 26 de octubre de 1998, acordó tener por
designados por el turno de oficio como Procuradora a
doña Marta Martínez Tripiana y como Letrado a don
Jesús Campos Pérez, haciendo saber tal designación a
los mismos y al recurrente en amparo, así como entregar
copia de los escritos presentados por éste a la referida
Procuradora para que los pasare a estudio del citado
Letrado, al objeto de que formalizase la demanda de
amparo en el plazo de veinte días o, en su caso, ejerciese
la acción prevista en los arts. 32 y siguientes de la Ley
1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita.

El día 13 de noviembre de 1998 tuvo entrada en
el Registro General del Tribunal Constitucional un escrito
que el Letrado don Jesús Campos Pérez dirigió a la Comi-
sión de Asistencia Jurídica Gratuita en el que excusaba
su intervención por considerar insostenible la pretensión
de amparo por las razones que aducía en el mismo.

La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita interesó
dictamen del Colegio de Abogados de Madrid, que fue
emitido en el sentido de calificar como sostenible la pre-
tensión de amparo, siendo designado por éste como
Letrado de oficio don Gregorio García Aparicio.

Por diligencia de ordenación de la Secretaría de Jus-
ticia de la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, de
19 de abril de 1999, se designó como nuevo Abogado
del turno de oficio para que asumiera la defensa del
recurrente a don Gregorio García Aparicio, continuando
en su representación la Procuradora doña Marta Mar-
tínez Tripiana, lo que se hizo saber a los mismos y al
solicitante de amparo, entregando copia de los escritos
presentados por éste a la referida Procuradora para que
los pasase a estudio del citado Letrado, al objeto de
que formulase la demanda de amparo en el plazo de
los veinte días que establece la LOTC o, en su caso,
ejerciese la acción prevista en los arts. 32 y siguientes
de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica
gratuita.

4. La demanda de amparo fue formalizada mediante
escrito presentado en el Registro General del Tribunal
Constitucional el día 14 de mayo de 1999, en el que
se recoge la relación de hechos y la fundamentación
jurídica que a continuación sucintamente se extracta:

a) En fecha 28 (sic) de septiembre de 1997, el Con-
sejo de Dirección del Centro Penitenciario de Herrera
de la Mancha acordó que continuase la intervención de
las comunicaciones orales y escritas del interno don José
Ángel Biguri Camino, de conformidad con lo establecido
en los arts. 51 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de
septiembre, General Penitenciaria, y 41.2, 43 y 46 del
Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por el que se aprue-
ba el Reglamento Penitenciario.

b) Contra el anterior Acuerdo se interpuso recurso
de queja, que fue desestimado por Auto del Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha,
con sede en Ciudad Real, de 12 de enero de 1998.
Dicho Auto fue confirmado en reforma por Auto de 11
de febrero de 1998.

c) El demandante de amparo interpuso recurso de
apelación contra los mencionados Autos, que fue deses-
timado por Auto de la Audiencia Provincial de Ciudad
Real de 8 de junio de 1998.

d) En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo, se invoca en ésta, frente a las reso-
luciones administrativa y jurisdiccionales impugnadas, la
vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones
(art. 18.3 CE), en conexión con el art. 25.2 CE.

En relación con la intervención de las comunicaciones
de las personas internas en centros penitenciarios, la
doctrina del Tribunal Constitucional admite que las auto-
ridades penitenciarias puedan acordar tal restricción, ya
que el derecho reconocido en el art. 18.3 CE no es abso-
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luto, si bien señala tres elementos necesarios para que
pueda producirse dicha intervención: en primer lugar,
que se lleve a cabo por resolución motivada; en segundo
lugar, que dicha resolución sea notificada, no sólo a la
autoridad judicial, sino también al interno; y, por último,
que se establezca un límite temporal a la medida de
intervención (STC 200/1997).

Pues bien, en el presente supuesto no consta en las
actuaciones que el Acuerdo del Consejo de Dirección
del Centro Penitenciario se notificase a la autoridad judi-
cial, por lo que el mismo carece de uno de los requisitos
constitucionalmente relevantes para llevar a cabo la
intervención de las comunicaciones del interno. Asimis-
mo no se ha limitado temporalmente la duración de la
medida, por lo que también vulnera el art. 18.3 CE (SSTC
170/1996, 200/1997). Y, por último, aquel Acuerdo
tampoco satisface el requisito de una motivación sufi-
ciente (STC 175/1997), pues como fundamento de la
intervención se aduce que el ahora demandante de
amparo pertenece a una banda armada, lo que no puede
considerarse motivación suficiente, y se cita la normativa
aplicable, lo que asimismo no constituye una auténtica
motivación, pues no pueden llevarse a cabo los juicios
de idoneidad, proporcionalidad y necesidad de la medida
que requiere la doctrina constitucional. Además la moti-
vación debe de estar referida a la seguridad del centro
penitenciario y no puede hacerse de forma indiscri-
minada.

Concluye el escrito de demanda interesando del Tri-
bunal Constitucional que dicte Sentencia en la que se
otorgue el amparo solicitado y se declare la nulidad del
Acuerdo del Consejo de Dirección del Centro Peniten-
ciario de Herrera de La Mancha, de 29 de septiembre
de 1997, y del Auto de la Sección Segunda de la Audien-
cia Provincial de Ciudad Real, de 8 de junio de 1998.

5. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por
providencia de 20 de diciembre de 1999, acordó admitir
a trámite la demanda de amparo y, en aplicación de
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir atentas comu-
nicaciones a la Sección Segunda de la Audiencia Pro-
vincial de Ciudad Real y al Juzgado de Vigilancia Peni-
tenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha, con sede en
Ciudad Real, a fin de que, en un plazo que no excediera
de diez días, remitiesen certificación o fotocopia adve-
rada de las actuaciones correspondientes al rollo de ape-
lación núm. 31/98 y a las diligencias núm. 850/97,
respectivamente, debiendo previamente emplazar el Juz-
gado de Vigilancia Penitenciaria a quienes hubieran sido
parte en el procedimiento, a excepción del demandante
de amparo, para que en el plazo de diez días pudieran
comparecer, si lo deseasen, en el presente recurso de
amparo.

Por diligencia de ordenación de la Secretaria de la
Sala Segunda del Tribunal Constitucional de 27 de marzo
de 2000, y de conformidad con lo dispuesto en el art.
52.1 LOTC, se acordó dar vista de las actuaciones a
la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para que en
el plazo común de veinte días pudieran formular las ale-
gaciones que estimasen pertinentes.

6. De las actuaciones remitidas por los órganos juris-
diccionales y de la documentación que se adjunta a la
demanda de amparo resultan, en síntesis, los siguientes
antecedentes fácticos:

a) El Consejo de Dirección del Centro Penitenciario
de Herrera de la Mancha adoptó en su sesión de 29
de septiembre de 1997 el siguiente Acuerdo:

«Revision de intervencion de comunicaciones
orales y escritas.

Interno: Viguri Camino, José A.
El Consejo de Dirección, reunido en sesión ordi-

naria el día 29-09-97, estudió entre otros asuntos

la intervención de comunicaciones a las que usted
está sujeto de acuerdo con lo establecido en el
Art. 51.5 de la LOGP y Art. 41.2, 43 y 46.5 del
vigente Reglamento Penitenciario.

Como quiera que siguen persistiendo los motivos
que ocasionaron la adopción de tal medida, entre
los que se pueden destacar:

Su pertenencia y militancia activa en un grupo
organizado de carácter terrorista.

Por las características del delito por usted come-
tido o del que presuntamente se le considera
implicado.

Y con la exclusiva finalidad de preservar la segu-
ridad del Centro al evitar la transmisión de datos
que pueda difundir a través de las comunicaciones
que realice.

Se acordó por unanimidad que siga sometido
a la intervención de las comunicaciones, de acuerdo
con los preceptos arriba citados. Con la excepción,
también recogida reglamentariamente, de las
comunicaciones que realice con el Defensor del
Pueblo o las referidas a sus abogados defensores.»

El citado Acuerdo fue notificado al interno en fecha
29 de septiembre de 1997.

b) En el expediente remitido por el Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria figura un escrito firmado por el
demandante de amparo y otros siete internos más, de
fecha 12 de octubre de 1997, mediante el que inter-
ponen denuncia por la intervención de la corresponden-
cia escrita que les es remitida desde el exterior del centro
penitenciario, alegando, en síntesis, que tal intervención
vulnera su derecho al secreto de las comunicaciones
(art. 18.3 CE), al no encontrar cobertura en los Acuerdos
de mantener la intervención de sus comunicaciones ora-
les y escritas, ya que éstos, en atención a la finalidad
por la que fueron adoptados, autorizan exclusivamente
la intervención de las comunicaciones que envíen los
internos al exterior del centro penitenciario, y al no haber
sido comunicada dicha medida de intervención, que tie-
ne carácter continuado y permanente, al Juzgado de
Vigilancia Penitenciaria. Expresamente se indica en el
mencionado escrito que no se impugnan ni cuestionan
en él los Acuerdos de mantener la intervención de las
comunicaciones, que son objeto de otro recurso, y con-
cluyen el mismo solicitando del Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria que dicte Auto acordando el cese de la
intervención de la correspondencia que desde el exterior
del centro penitenciario les es remitida, iniciando a la
vez el correspondiente procedimiento a fin de depurar
las responsabilidades penales en que hayan incurrido
el autor o autores de la citada intervención ilegal.

c) El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de
Castilla-La Mancha, con sede en Ciudad Real, acordó
incoar las diligencias núm. 850/97, en las que dictó
Auto, en fecha 12 de enero de 1998, por el que deses-
timó la queja de los internos antes mencionados, seña-
lando en su fundamentación jurídica que, «tal como sos-
tiene el Fiscal en su informe, los artículos precisamente
invocados por los internos reconocen la amplitud del
concepto de intervención de comunicaciones, cuyas
razones de seguridad son claramente de aplicación tanto
a la comunicación del interno en el exterior y viceversa».

El anterior Auto fue confirmado en reforma por Auto
de 11 de febrero de 1998.

d) La representación letrada de los internos interesó
en el recurso de apelación interpuesto contra los Autos
del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria la revocación de
éstos, al mantener la intervención de las comunicaciones
escritas que reciben del exterior y que se acordase la
no intervención de las mismas, dando por reproducidas
las alegaciones formuladas por aquéllos en su escrito
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de 12 de octubre de 1997, a las que añadió la insu-
ficiente individualización de las circunstancias concretas
de cada interno que determinaron la medida de inter-
vención cuestionada y la no fijación de un límite temporal
para la vigencia de la misma.

La Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Ciudad Real, por Auto de 8 de junio de 1998, desestimó
el recurso de apelación y confirmó en su integridad el
Auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de 12 de
enero de 1998.

7. La representación procesal del demandante de
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito presentado en el Registro General del
Tribunal Constitucional el día 24 de abril de 2000, en
el que reiteró y dio por reproducida la argumentación
expuesta en la demanda de amparo.

8. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alega-
ciones conferido mediante escrito presentado en el
Registro General del Tribunal Constitucional el día 10
de mayo de 2000, que, en lo sustancial, a continuación
se extracta:

a) Tras referirse a los antecedentes del recurso de
amparo y a la fundamentación jurídica en la que el
demandante apoya su pretensión, el Ministerio Fiscal
comienza por señalar que, si el objeto del proceso sub-
yacente hubiese sido el Acuerdo de intervención de las
comunicaciones, habría de denegarse en este caso el
amparo solicitado en aplicación de la doctrina recogida
en la STC 200/1997, de 24 de noviembre, y en el ATC
54/1999, de 8 de marzo, cuya fundamentación jurídica
reproduce.

Sin embargo considera, a la vista de las actuaciones
judiciales, que el Acuerdo de intervención de las comu-
nicaciones no era el objeto de la denuncia (queja) for-
mulada por el ahora demandante de amparo y otros
internos que dio lugar a las diligencias núm. 850/97.
En efecto, el examen de los escritos por ellos perso-
nalmente efectuados permite percatarse de que la con-
troversia no se circunscribía a la adecuación del Acuerdo
de intervención al derecho fundamental al secreto de
las comunicaciones (art. 18.3 CE), lo que era objeto de
otro procedimiento. Prescindiendo de la acomodación
a la legalidad de este Acuerdo, lo que entendían era
que en virtud del mismo sólo se había acordado la inter-
vención de las comunicaciones del interno con el exterior
y que, sin embargo, el centro penitenciario llevaba a
cabo la apertura de la correspondencia proveniente del
exterior que tenía como destinatario al interno, lo que
se hacía sin que existiese cobertura alguna, pues tal
intervención no figuraba en el Acuerdo ni, por tanto,
había sido controlada judicialmente. Es decir, lo que el
recurrente en amparo y los otros internos denunciaban
era que se realizaba una apertura de la correspondencia
sin cobertura alguna, por lo que solicitaban su cese y
la deducción de testimonio para depurar las responsa-
bilidades penales pertinentes. En definitiva, lo que se
trataba era de analizar si el Acuerdo de intervención
se extendía también a la correspondencia proveniente
del exterior.

Según el Fiscal, a pesar de la claridad expositiva de
los internos, tanto el Ministerio Fiscal como el Juez de
Vigilancia Penitenciaria respondieron a la queja como
si se tratase de analizar la posibilidad de intervención
de la correspondencia o comunicaciones provenientes
del exterior, llegando a la conclusión de que tal inter-
vención podía llevarse a cabo. Sin embargo, no era esto
lo suscitado.

El Abogado designado de oficio para la apelación
también centró en esta cuestión la litis, incluso añadien-
do explícitamente que tal intervención de las comuni-
caciones exteriores figuraba en el Acuerdo, alegando

defecto de motivación del mismo, aunque es necesario
reconocer que dio por reproducidas las anteriores ale-
gaciones y fundamentos de derecho expuestos por los
internos en sus recursos. El Fiscal tampoco centró el
debate en el objeto de la pretensión, al partir de que
el Acuerdo de intervención afectaba tanto a la comu-
nicación exterior como interior, por estimar que el recur-
so de los internos encerraba una trampa gramatical y
entender que en general todo Acuerdo de intervención
afecta a todo tipo de comunicaciones. También la Sala
de apelación se circunscribe a lo alegado por el Abogado
y por ello resuelve el recurso como si tuviera por objeto
el Acuerdo de intervención. Finalmente, tal enfoque vuel-
ve a reproducirse en la demanda de amparo, en cuyos
hechos se hace figurar como objeto de la litis el Acuerdo
de intervención, sin que haya merecido un mínimo aná-
lisis la cuestión de si estaban o no intervenidas las comu-
nicaciones exteriores.

Tras reproducir la doctrina constitucional de la STC
29/1999, de 8 de marzo, sobre el vicio de incongruencia
con trascendencia constitucional (FJ 2), entiende que
en este caso la queja del recurrente no fue analizada
por los órganos jurisdiccionales al haberse trasmutado
lo que fue el objeto inicial de su queja, esto es, si los
actos de intervención de la correspondencia proveniente
del exterior, que se decía que se realizaban con habi-
tualidad, estaban amparados legalmente o no, al sos-
tener los denunciantes que eran actos ajenos al Acuerdo
de intervención y sin cobertura en el mismo. Todo ello
se ha trasmutado en un recurso genérico contra el Acuer-
do de intervención, incluso con el presupuesto en algún
supuesto de que tal intervención de la correspondencia
proveniente del exterior figuraba explícitamente en dicho
Acuerdo (escrito del recurso de apelación formulado por
el Letrado designado de oficio), dándose la circunstancia
de que se seguía otro procedimiento -y así consta en
las actuacionesque tenía por objeto específicamente ana-
lizar el ajuste a la legalidad del Acuerdo de intervención.

Se podría objetar en este caso para apreciar el descrito
vicio de incongruencia en el que incurren las resoluciones
judiciales la falta de agotamiento de la vía judicial previa
por no haberse promovido incidente de nulidad de actua-
ciones (art. 240.3 LOPJ), pero las circunstancias del caso,
esto es, la condición de interno del recurrente, parecen
patentizar que en el presente supuesto no existió, como
hubiera sido deseable, una fluida comunicación con el
Letrado designado de oficio para su asistencia técnica,
lo que conllevó que en el trámite de apelación se pro-
dujera el llamativo dispar enfoque entre lo formulado
por los internos y lo formulado por el Letrado, no cons-
tando que aquéllos conocieran siquiera el escrito del
recurso de apelación, habiéndose atenido la Audiencia
Provincial exclusivamente a éste.

Por lo expuesto, el Ministerio Fiscal concluye su escri-
to solicitando se dicte Sentencia en la que se reconozca
al recurrente en amparo el derecho a la tutela judicial
efectiva, se anulen los Autos del Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha, con sede
en Ciudad Real, de 12 de enero y 11 de febrero de
1998, y de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Ciudad Real, de 8 de junio de 1998, retrotrayendo
las actuaciones al momento anterior a dictarse el primero
de los Autos mencionados para que se dicte otro con-
forme con el derecho fundamental vulnerado.

9. Por diligencia de ordenación de la Secretaria de
Justicia de la Sala Segunda del Tribunal Constitucional
de 28 de noviembre de 2000 se acordó dirigir atenta
comunicación al Centro Penitenciario de Herrera de La
Mancha a fin de que, a la mayor brevedad posible, remi-
tiese certificación o fotocopia adverada de las actua-
ciones correspondientes al expediente administrativo
relativo a la intervención de las comunicaciones del inter-
no don José Ángel Biguri Camino.
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El día 17 de enero de 2001 tuvo entrada en el Regis-
tro General del Tribunal Constitucional un escrito del
Director del Centro Penitenciario de Herrera de La Man-
cha al que se adjunta certificación del Acuerdo del Con-
sejo de Dirección adoptado el día 21 de diciembre de
2000 sobre revisión de intervención de las comunica-
ciones orales y escritas al interno; informes de su situa-
ción penal y penitenciaria; y fotocopia del testimonio
de la Sentencia de la Sección Segunda de lo Penal de
la Audiencia Nacional, de 14 de noviembre de 1991,
recaída en el sumario 74/88.

10. Por providencia de 19 de abril de 2001, se seña-
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 23 de abril siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo ha sido pro-
movida contra el Acuerdo del Consejo de Dirección del
Centro Penitenciario de Herrera de La Mancha, de 29
de septiembre de 1997, por el que se decidió, de con-
formidad con lo dispuesto en los arts. 51.5 de la Ley
Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Peni-
tenciaria (LOGP) y 41.2, 43 y 46.5 del Real Decreto
190/1996, de 9 de febrero, por el que se aprueba el
Reglamento Penitenciario (RP), mantener la intervención
de las comunicaciones orales y escritas del solicitante
de amparo, con la salvedad de las que realice con el
Defensor del Pueblo y con sus Abogados defensores,
así como contra el Auto del Juzgado de Vigilancia Peni-
tenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha, con sede en
Ciudad Real, de 12 de enero de 1998, que desestimó
la queja o denuncia formulada por el demandante de
amparo y otros siete internos más mediante escrito de
fecha 12 de octubre de 1997, confirmado en reforma
por Auto de 11 de febrero de 1998 y en apelación por
Auto de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Ciudad Real, de 8 de junio de 1998.

En la demanda se invoca la lesión del derecho al
secreto de las comunicaciones (art. 18.3 CE), en relación
con el art. 25.2 CE, por no haberse notificado a la auto-
ridad judicial el Acuerdo de mantener la intervención
de las comunicaciones, por no haberse limitado tem-
poralmente en éste la duración de la medida y, por últi-
mo, por carecer dicho Acuerdo de una motivación sufi-
ciente. Ningún reproche se dirige a las antes mencio-
nadas resoluciones judiciales, que, en consecuencia, son
impugnadas, únicamente, porque se entiende que no
han reparado la denunciada vulneración del derecho al
secreto de las comunicaciones que se imputa a aquel
Acuerdo, de modo que sólo forman parte del objeto de
recurso y se traen al mismo como vía de amparo ordi-
nario previa al amparo constitucional y de agotamiento
necesario para acceder al mismo (STC 200/1997, de
24 de noviembre, FJ 7).

El Ministerio Fiscal sostiene en su escrito de alega-
ciones que, si el objeto del proceso subyacente hubiese
sido el Acuerdo de mantener la intervención de las comu-
nicaciones del solicitante de amparo, la demanda de
amparo habría de desestimarse en aplicación de la doc-
trina constitucional recogida en la STC 200/1997, de
24 de noviembre, y en el ATC 54/1999, de 8 de marzo.
Sin embargo considera, a la vista de las actuaciones,
que aquel Acuerdo no fue el objeto de la denuncia o
queja formulada en la vía judicial previa por el ahora
solicitante de amparo y los otros internos, que dio lugar
a las diligencias en las que recayeron las resoluciones
ya mencionadas del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria
y de la Audiencia Provincial, las cuales incurren, a su
juicio, en un vicio de incongruencia lesivo del art. 24.1
CE, al haber transmutado el objeto de la queja o denuncia
del recurrente en amparo.

2. A la vista del planteamiento que se efectúa en
la demanda de amparo y de las alegaciones del Minis-
terio Fiscal hemos de proceder a examinar, en primer
lugar, si, como señala éste, el Acuerdo de mantener la
intervención de las comunicaciones, que es el acto que
constituye el objeto de la demanda de amparo, fue o
no impugnado en la vía judicial previa en la que recayeron
las resoluciones judiciales del Juzgado de Vigilancia Peni-
tenciaria y de la Audiencia Provincial y, en conexión con
lo anterior, si éstas incurren en un vicio de incongruencia
al haber transmutado lo que fue el objeto de la queja
o denuncia en aquella vía.

De constatarse, de una parte, que el Acuerdo de man-
tener la intervención de las comunicaciones, objeto de
la presente demanda de amparo, no fue el objeto de
la queja o denuncia formulada en la vía judicial ante-
cedente a este recurso de amparo y de no apreciarse,
de otra parte, la transmutación del objeto de la queja
o denuncia formulada en la misma, y, por consiguiente,
que las resoluciones judiciales recaídas en ella hubieran
incurrido en el vicio de incongruencia omisiva que pone
de manifiesto el Ministerio Fiscal, nuestro examen y pro-
nunciamiento, en aras asimismo de la necesidad de pre-
servar el principio de subsidiariedad del recurso de ampa-
ro, habría de ceñirse al acto o actuación que fue objeto
de impugnación por el demandante de amparo en la
vía judicial previa. De lo contrario la pretensión deducida
en amparo tendría un contenido distinto al que se hizo
valer ante los órganos del Poder Judicial y el recurso
de amparo perdería el carácter de subsidiaridad que la
Constitución y la LOTC le atribuyen, convirtiéndose en
un remedio alternativo e independiente mediante el que
los ciudadanos pudieran traer ante nosotros directamen-
te sus agravios, sin que hubiesen sido objeto de previo
debate y decisión, habiendo podido serlo, en la concreta
vía judicial que antecedente al recurso de amparo (STC
201/2000, de 24 de julio, FJ 3, por todas).

3. Determinar cuál fue el objeto de la queja o denun-
cia del recurrente en amparo en la vía judicial previa
requiere detenerse en las actuaciones remitidas por los
órganos judiciales, de las que se ha dejado constancia
en los antecedentes de esta Sentencia.

a) Adoptado por el Consejo de Dirección del Centro
Penitenciario el Acuerdo de mantener la intervención
de las comunicaciones orales y escritas del solicitante
de amparo, al que ya nos hemos referido y se transcribe
en los antecedentes de esta Sentencia, aquél y otros
siete internos dirigieron un escrito al Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria, en fecha 12 de octubre de 1997,
denunciando la práctica de la Dirección del Centro Peni-
tenciario de intervenir la correspondencia escrita que
les era enviada desde el exterior, por considerar que
vulneraba su derecho al secreto de las comunicaciones
(art. 18.3 CE). Expresamente se indicaba en el escrito
que el objeto de su denuncia o queja era aquella práctica
y no el Acuerdo de mantener la intervención de las comu-
nicaciones («que está siendo recurrido en su globalidad
actualmente ante este Juzgado de Vigilancia Peniten-
ciaria»), así como que no se discutía en ella la legalidad
del mismo («Es claro que, aun en el supuesto —discutido
y a nuestro entender ilegal— de que la mencionada Orden
de la Dirección estuviera ajustada a Derecho, en ella
se contempla exclusivamente la transmisión de datos
hacia el exterior», dado que habla de «la transmisión
de datos que pueda difundir a través de las comuni-
caciones que realice»). Concluían su escrito solicitando
al Juzgado que tuviera por presentada denuncia contra
la Dirección del centro penitenciario y ordenase el cese
inmediato de la intervención de la correspondencia que
desde el exterior les fuese remitida, iniciando a la vez
el procedimiento correspondiente, a fin de depurar las
responsabilidades penales que el autor o autores de la
citada intervención ilegal y continuada hayan contraído.
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b) El citado escrito determinó la incoación de las
diligencias núm. 850/97, en las que, tras haber infor-
mado el Ministerio Fiscal, recayó el Auto del Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha,
con sede en Ciudad Real, de 12 de enero de 1998,
por el que se desestimó la queja promovida por los men-
cionados internos al considerar el órgano judicial que
«tal como sostiene el Fiscal en su informe, los artículos
precisamente invocados por los internos reconocen la
amplitud del concepto de intervención de comunicacio-
nes, cuyas razones de seguridad son claramente de apli-
cación tanto a la comunicación del interno en el exterior
y viceversa».

c) El demandante de amparo y los otros siete inter-
nos interpusieron recurso de reforma y subsidiario de
apelación contra el anterior Auto, en el que reiteraron
las alegaciones formuladas en el escrito antes referido
respecto de la intervención de las comunicaciones pro-
cedentes del exterior, no pudiendo ser admitida, en su
opinión, «como simétrica ni necesaria a la autorización
de que el Centro Penitenciario dispone para intervenir
la correspondencia de salida por ser para ésta, y sólo
para ésta, de aplicación las razones esgrimidas por el
Centro Penitenciario».

El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, por Auto de
11 de febrero de 1998, desestimó el recurso de reforma,
al no haberse alegado hechos ni argumentos que no
se hubieran previsto al dictar la resolución impugnada
y subsistir las razones que la motivaron.

d) En el escrito del recurso de apelación la repre-
sentación letrada del demandante de amparo y de los
otros internos cuestionó de nuevo la intervención de
las comunicaciones escritas que los internos recibían
del exterior y solicitó la revocación de los Autos impug-
nados, por mantener la intervención de estas comuni-
caciones, al objeto de que se acordase la no intervención
de las mismas.

La Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Ciudad Real, por Auto de 8 de junio de 1998, desestimó
el recurso de apelación y, en lo que aquí interesa, con-
firmó en su integridad el Auto del Juzgado de Vigilancia
Penitenciara de 12 de enero de 1998.

4. El examen de las actuaciones judiciales pone de
manifiesto, como acertadamente advierte el Ministerio
Fiscal en su escrito de alegaciones, que el Acuerdo de
mantener la intervención de las comunicaciones orales
y escritas del demandante de amparo no ha sido el acto
objeto de impugnación en la vía judicial antecedente
de este recurso de amparo, sino que el mismo lo cons-
tituyó, circunscribiéndose a ella, la práctica o actuación
administrativa de intervenir las comunicaciones escritas
de los internos procedentes del exterior del centro peni-
tenciario. Asimismo, aquel examen revela la intención
de éstos de promover otro procedimiento que tenía espe-
cíficamente por objeto los respectivos Acuerdos de inter-
vención de sus comunicaciones, del que no existe cons-
tancia, lógicamente, en las actuaciones judiciales remi-
tidas con ocasión de este recurso de amparo, ni puede
conocerse el estado del mismo, en el supuesto de que
se hubiera promovido.

No cabe, sin embargo, apreciar que en el presente
supuesto las resoluciones del Juzgado de Vigilancia Peni-
tenciaria y de la Audiencia Provincial hayan transmutado,
como sostiene el Ministerio Fiscal, el objeto de la queja
o denuncia ante ellos suscitada e incurrido, como con-
secuencia de ello, en un vicio de incongruencia omisiva.
Sin necesidad de traer aquí y ahora a colación la reiterada
y conocida doctrina de este Tribunal Constitucional sobre
el vicio de incongruencia con relevancia constitucional
(SSTC 91/1995, de 19 de junio; 56/1996, de 4 de
abril; 85/1996, de 21 de mayo; 15/1999, de 19 de
junio; 23/2000, de 31 de enero, por todas), basta con

reparar, en primer lugar, para rechazar aquel reproche,
que en el Auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria
de 12 de enero de 1998 se da una respuesta expresa,
aunque escueta, a la denuncia o queja de los internos,
al entender el órgano judicial, de un lado, que los pre-
ceptos de la LOGP citados por aquéllos en su escrito
reconocen la amplitud del concepto de intervención de
las comunicaciones de los internos, lo que, a la vista
de la argumentación de su queja, no puede ser entendido
sino en el sentido de que abarcan tanto las remitidas
desde el centro penitenciario al exterior como las pro-
cedentes del exterior al centro penitenciario; y, de otro,
que las razones de seguridad, que no pueden ser obvia-
mente otras que las invocadas en los Acuerdos de inter-
venir sus comunicaciones, son de aplicación tanto a unas
como a otras comunicaciones. En definitiva, el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria desestimó, con la argumen-
tación expuesta, la queja o denuncia formulada por los
internos respecto a la intervención de las comunicacio-
nes escritas procedentes del exterior. Por su parte, la
Audiencia Provincial, tras delimitar en su resolución que
lo pedido en el recurso de apelación era que se acordase
la no intervención de las comunicaciones escritas pro-
cedentes del exterior, examina en los siguientes funda-
mentos jurídicos los concretos reproches que en el escri-
to del recurso de apelación se dirigieron al Auto recurri-
do, confirmando en su parte dispositiva íntegramente
éste, lo que no puede sino considerarse como una res-
puesta tácita a la cuestión planteada con remisión a
las razones en las que fundó el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria la desestimación de la denuncia o queja
de los internos.

En definitiva, ha de ser desestimada la alegación del
vicio de incongruencia omisiva que el Ministerio Fiscal
imputa a las resoluciones del Juzgado de Vigilancia Peni-
tenciaria y de la Audiencia Provincial por haber trans-
mutado el objeto de la queja o denuncia del recurrente
en amparo en la vía judicial previa.

5. Las precedentes consideraciones ponen de mani-
fiesto que en la vía judicial que antecede a este recurso
de amparo la queja o denuncia del ahora demandante
(y de los otros internos) no tuvo por objeto la globalidad
del Acuerdo de mantener la intervención de sus comu-
nicaciones orales y escritas, en aplicación de los arts.
51.1 LOGP y 41.2, 43 y 46.5 RP de 1996, y que ni
siquiera pretendió que el referido Acuerdo fuera decla-
rado lesivo del derecho al secreto de las comunicaciones
que garantiza el art. 18.3 CE. De modo que, como se
apuntaba en el fundamento jurídico segundo de esta
Sentencia, hemos de reducir nuestro examen y, por con-
siguiente, circunscribir en iguales términos nuestro pro-
nunciamiento, a los estrictos límites de lo que constituyó
el objeto de la queja o denuncia del demandante de
amparo en la vía judicial previa, esto es, a la intervención
de las comunicaciones escritas que le son remitidas des-
de el exterior del establecimiento penitenciario, la cual
entiende que vulnera el derecho al secreto de las comu-
nicaciones (art. 18.3 CE), dado que tal práctica o actua-
ción administrativa no encuentra cobertura, en su opi-
nión, en el Acuerdo de mantener la intervención de sus
comunicaciones en atención a la finalidad perseguida
por éste, y, además, no habría sido comunicada a la
autoridad judicial. A los mencionados reproches que adu-
jo, con los otros internos, ante el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria frente a la práctica de la intervención de
la correspondencia escrita procedente del exterior del
centro penitenciario, se añadió por parte de su repre-
sentación letrada con ocasión del recurso de apelación
contra los Autos del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria
la insuficiente individualización de las circunstancias per-
sonales que determinaron dicha intervención y la no fija-
ción de un límite temporal para la vigencia de la medida.
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6. Delimitado en los términos expuestos el objeto
del presente recurso, es necesario traer a colación la
reiterada doctrina constitucional, que constituye ya un
cuerpo jurisprudencial consolidado, sobre el derecho al
secreto de las comunicaciones de los ciudadanos reclui-
dos en un centro penitenciario y los requisitos que deben
cumplir los Acuerdos o medidas de intervención de las
mismas (SSTC 183/1994, de 20 de junio; 127/1996,
de 9 de julio; 170/1996, de 29 de octubre; 128/1997,
de 14 de julio; 175/1997, de 27 de octubre; 200/1997,
de 24 de noviembre; 58/1998, de 16 de marzo;
141/1999, de 22 de julio; 188/1999, de 25 de octubre;
175/2000, de 26 de junio; ATC 54/1999, de 8 de
marzo).

a) El marco normativo constitucional del derecho
al secreto de las comunicaciones de que puede gozar
una persona interna en un centro penitenciario viene
determinado, no sólo por lo dispuesto en el art. 18.3
CE —que garantiza el derecho al secreto de las comu-
nicaciones, salvo resolución judicial—, sino también y pri-
mordialmente por el art. 25.2 CE, precepto que en su
inciso segundo establece que «el condenado a pena de
prisión que estuviera cumpliendo la misma gozará de
los derechos fundamentales de este Capítulo, a excep-
ción de los que se vean expresamente limitados por
el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena
y la ley penitenciaria». Así pues, la persona recluida en
un centro penitenciario goza, en principio, del derecho
al secreto de las comunicaciones, aunque puede verse
afectada por las limitaciones expresamente menciona-
das en el art. 25.2 CE.

En los supuestos como el presente, en los que ni
el contenido del fallo condenatorio, ni el sentido de la
pena, han servido de base para la limitación del derecho
del recurrente en amparo al secreto de las comunica-
ciones, es preciso contemplar las restricciones previstas
en la legislación penitenciaria, al objeto de analizar su
aplicación a la luz de los arts. 18.3 y 25.2 CE. (SSTC
170/1996, de 29 de octubre, FJ 4; 175/1997, de 27
de octubre, FJ 2; 200/1997, de 24 de noviembre, FJ 2;
175/2000, de 26 de junio, FFJJ 2 y 3).

b) El art. 51 LOGP reconoce el derecho de los reclu-
sos a las comunicaciones, diferenciando el propio pre-
cepto, en cuanto al ejercicio de tal derecho, entre varias
modalidades de comunicación, que son de muy diferente
naturaleza y vienen, por ello, sometidas a regímenes lega-
les claramente diferenciados. Por lo que se refiere a las
limitaciones que pueden experimentar las denominadas
comunicaciones genéricas que regulan los arts. 51.1
LOPG y concordantes RP de 1996, esto es, las que los
internos pueden celebrar con sus familiares, amigos y
representantes de organismos internacionales e institu-
ciones de cooperación penitenciaria, que son las afec-
tadas en este caso por la intervención que cuestiona
el recurrente en amparo según él mismo reconoce en
sus escritos, el citado art. 51.1 LOGP, además de men-
cionar los casos de incomunicación judicial, impone que
tales comunicaciones se celebren de manera que se res-
pete al máximo la intimidad, pero autoriza que sean res-
tringidas por razones de seguridad, de interés del tra-
tamiento y del buen orden del establecimiento. Por su
parte, el art. 51.5 LOGP permite que tales comunica-
ciones sean intervenidas motivadamente por el Director
del centro penitenciario, dando cuenta a la autoridad
judicial competente. En suma, el citado precepto legal
permite la intervención de las denominadas comunica-
ciones genéricas por razones de seguridad, interés del
tratamiento y del buen orden del establecimiento, con-
figurándose tales supuestos, por lo tanto, como causas
legítimas para ordenar la intervención de las comuni-
caciones de un interno.

Y en cuanto a los requisitos que deben de cumplir
los Acuerdos o medidas de intervención de las comu-

nicaciones genéricas, junto a la exigencia de motivación
y de dar cuenta a la autoridad judicial competente que
impone el art. 51.5 LOGP, así como la de notificación
al interno afectado que establecen los arts. 43.1 y 46.5
RP de 1996, este Tribunal Constitucional ha añadido
la necesidad de preestablecer un límite temporal a la
medida de intervención (SSTC 128/1997, de 14 de julio,
FJ 4; 175/1997, de 27 de octubre, FFJJ 3 y 4;
200/1997, de 24 de noviembre, FJ 3; 188/1999, de
25 de octubre, FJ 5; 175/2000, de 26 de junio, FJ 3).

c) Respecto al requisito de la doble notificación o
comunicación de la medida, este Tribunal Constitucional
tiene declarado que la notificación de su adopción al
interno en nada frustra la finalidad perseguida, ya que
la intervención tiene fines únicamente preventivos, no
de investigación de posibles actividades delictivas para
lo que se requeriría la previa autorización judicial, a la
vez de que supone una garantía para el interno afectado
(STC 200/1997, de 24 de noviembre, FJ 4).

De otra parte, la necesidad legal de la comunicación
de la medida adoptada a la autoridad judicial competente
ha de ser inmediata, con el objeto de que ésta ratifique,
anule o subsane la decisión administrativa, es decir, ejer-
za con plenitud su competencia revisora sobre la res-
tricción del derecho fundamental, articulándose, pues,
como una auténtica garantía con la que se pretende
que el control judicial de la intervención administrativa
no dependa del eventual ejercicio por el interno de los
recursos procedentes. Rectamente entendida esta
dación de cuentas a la autoridad judicial competente
implica, «no sólo la mera comunicación del órgano admi-
nistrativo al órgano judicial para conocimiento de éste,
sino un verdadero control jurisdiccional de la medida
efectuado a posteriori mediante una resolución motiva-
da» (STC 175/1997, de 27 de octubre, FJ 3). Conclusión
que impone, no sólo una necesaria consideración sis-
temática del art. 51. 5 LOGP con los arts. 76.1 y 2 g)
y 94.1 de la misma, conforme a los cuales corresponde
al Juez de Vigilancia Penitenciaria salvaguardar los dere-
chos fundamentales de los internos que cumplen con-
dena, sino, igualmente, el art. 106.1 CE, por el que la
Administración, también la penitenciaria, está sujeta al
control judicial de la legalidad de su actuación. A ello
hay que añadir, para valorar en toda su dimensión la
importancia de esta medida, que el recluso puede poner-
se en comunicación con ciudadanos libres, a los que
también les afecta el acto administrativo de intervención.
Por todo ello resulta claro que, si la autoridad judicial
competente se limitara a una mera recepción de la comu-
nicación del acto administrativo en el que se acuerda
intervenir las comunicaciones y adoptase una actitud
meramente pasiva ante la restricción por dicho acto del
derecho fundamental del recluso, no estaría dispensando
la protección del derecho en la forma exigida (SSTC
183/1984, de 20 de junio, FJ 5; 170/1996, de 29
de octubre, FJ 3; 175/1997, de 27 de octubre, FJ 3;
200/1997, de 24 de noviembre, FJ 4; 141/1999, de
22 de julio, FJ 5; 188/1999, de 25 de octubre, FJ 5).

d) En relación con el límite temporal de la medida
de intervención debe recordarse que el mantenimiento
de una medida restrictiva de derechos, como la ana-
lizada, más allá del tiempo estrictamente necesario para
la consecución de los fines que la justifican podría lesio-
nar efectivamente el derecho afectado (SSTC
206/1991, de 30 de octubre, FJ 4; 41/1996, de 12
de marzo, FJ 2). En este sentido, los arts. 51 y 10.3
LOGP y 41 y ss. RP de 1996 llevan implícita la exigencia
del levantamiento de la intervención en el momento en
que deje de ser necesaria por cesación o reducción de
las circunstancias que la justificaron, en cuanto se jus-
tifica exclusivamente como medida imprescindible por
razones de seguridad, buen orden del establecimiento
o interés del tratamiento. Por todo ello, este Tribunal
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Constitucional ha venido exigiendo que, al adoptarse la
medida de intervención de las comunicaciones, se deter-
mine el período de su vigencia temporal, aunque para
ello no sea estrictamente necesario fijar una fecha con-
creta de finalización, sino que ésta puede hacerse depen-
der de la desaparición de la condición o circunstancia
concreta que justifica la intervención. El Acuerdo puede,
pues, en determinados casos sustituir la fijación de la
fecha por la especificación de esa circunstancia, cuya
desaparición pondría de manifiesto que la medida habría
dejado de ser necesaria (SSTC 170/1996, de 29 de
octubre, FJ 4; 175/1997, de 27 de octubre, FJ 4;
200/1997, de 24 de noviembre, FJ 4; 141/1999, de
22 de julio, FJ 5; ATC 54/1999, de 8 de marzo).

e) Por último, la exigencia de motivación de la medi-
da no sólo se convierte ex art. 51.5 LOGP en presupuesto
habilitante de toda restricción del derecho al secreto
de las comunicaciones, sino que, aunque faltase esa pre-
cisión legal, su concurrencia vendría exigida por la propia
Constitución, ya que su ausencia o insuficiencia afecta
al propio derecho fundamental en la medida en que sin
ella el recluso que ve limitado el ejercicio de un derecho
desconoce la razón de esa restricción y los órganos judi-
ciales encargados de efectuar el control relativo a la
necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la medida
carecen de datos indispensables para llevar a cabo esta
tarea, que es el objeto principal del control jurisdiccional.
En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha insis-
tido en la importancia y necesidad de la motivación de
la medida de intervención, no sólo porque ello permite
acreditar las razones que justifican la medida de res-
tricción del derecho, sino, además, porque constituye
el único medio para constatar que la ya limitada esfera
jurídica del ciudadano interno en un centro penitenciario
no se restringe o menoscaba de forma innecesaria, ina-
decuada o excesiva.

El contenido de la motivación ha de extenderse, pri-
mero, a la especificación de cuál de las finalidades legal-
mente previstas —seguridad, buen orden del estableci-
miento e interés del tratamiento— es la perseguida con
la adopción de la medida y, segundo, a la explicitación
de las circunstancias que permiten concluir que la inter-
vención resulta adecuada para alcanzar la finalidad per-
seguida. Respecto a dicho requisito este Tribunal Cons-
titucional tiene declarado que la individualización de las
circunstancias del caso, e incluso de la persona de inter-
no, no significa que dichas circunstancias deban ser pre-
dicables única y exclusivamente del interno afectado por
la medida, o que si se trata de características comunes
que concurren en un grupo de personas no puedan adu-
cirse como causa justificativa de la intervención. Indi-
vidualizar no significa necesariamente destacar rasgos
que concurran exclusivamente en el recluso afectado.
Puede tratarse de unos rasgos comunes a los pertene-
cientes a ese colectivo o a una organización; en estos
casos lo que debe individualizarse es esa característica
común que a juicio de la Administración penitenciaria
justifica en el supuesto concreto la adopción de la medi-
da. En lo referente a los aspectos formales de la moti-
vación, cuya finalidad sigue siendo hacer posible el con-
trol jurisdiccional de la medida, el Acuerdo ha de con-
tener los datos necesarios para que el afectado y pos-
teriormente los órganos judiciales puedan llevar a cabo
el juicio de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, aun-
que no resulta exigible que en el mismo se explicite
ese triple juicio por parte de la Administración, pues
los referidos datos pueden completarse con los que de
forma clara y manifiesta estén en el contexto en el que
se ha dictado el Acuerdo (SSTC 170/1996, de 29 de
octubre, FFJJ 5 y 6; 128/1997, de 14 de julio, FJ 4;
200/1997, de 24 de noviembre, FJ 4; 141/1999, de
22 de julio, FJ 5).

7. De conformidad con la doctrina constitucional
expuesta, debemos de analizar si la práctica adminis-
trativa de intervenir la correspondencia escrita que desde
el exterior del establecimiento penitenciario le es remi-
tida vulnera el derecho al secreto de las comunicaciones
del recurrente en amparo. Sostiene éste, en primer tér-
mino, que dicha actuación administrativa no encuentra
cobertura en el Acuerdo del Consejo de Dirección del
Centro Penitenciario, de 29 de septiembre de 1997, por
el que se decidió mantener la intervención de las comu-
nicaciones orales y escritas del solicitante de amparo,
pues esta medida ha sido adoptada con la única finalidad
de evitar la transmisión de datos que el interno pueda
difundir a través de las comunicaciones que remita al
exterior, de modo que la intervención de la correspon-
dencia escrita que le es enviada al centro penitenciario
resulta improcedente por carecer de cobertura en el men-
cionado Acuerdo.

El Consejo de Dirección del Centro Penitenciario, en
el citado Acuerdo de 29 de septiembre de 1997, decidió,
en aplicación de los arts. 51.5 LOGP y 41.2, 43 y 46.5
RP de 1996, mantener la intervención de las denomi-
nadas comunicaciones genéricas, orales y escritas, del
demandante de amparo por seguir persistiendo los moti-
vos que determinaron la adopción de la medida de inter-
vención. En dicho Acuerdo se exponen las causas que
justifican el mantenimiento de la medida, que no son
otras que «su pertenencia y militancia activa en un grupo
organizado de carácter terrorista» y «las características
del delito cometido», constando respecto a este último
extremo en el expediente administrativo relativo a la
intervención de las comunicaciones del recurrente en
amparo una copia de la Sentencia de la Sección Segunda
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 4
de noviembre de 1991, que adquirió firmeza el 8 de
octubre de 1992, por la que se condenó al solicitante
de amparo, ejecutoriamente ya condenado por un delito
de colaboración con banda armada, como autor, en con-
cepto de cooperador necesario, de un delito de atentado,
otro de asesinato en grado de frustración y otro de estra-
gos por su participación, junto a los integrantes del
comando Araba de la organización armada ETA, en el
atentado a la Casa Cuartel de la Guardia Civil de Llodio
en el mes de marzo de 1988. En el Acuerdo se explicita
también la finalidad perseguida con la medida de man-
tenimiento de la intervención, que cifra en «preservar
la seguridad del Centro Penitenciario», justificándose la
funcionalidad de la medida en «evitar la trasmisión de
datos que pueda difundir a través de las comunicaciones
que realice».

Es precisamente en el último inciso transcrito del
Acuerdo en el que el demandante de amparo funda su
postura de que la intervención de la correspondencia
escrita que le es enviada desde el exterior del centro
penitenciario no tiene cobertura en dicho Acuerdo, al
considerar que el mismo ha sido adoptado con la fina-
lidad de evitar la trasmisión de datos que él pueda difun-
dir, difusión que, en su opinión, únicamente puede tener
lugar a través de la correspondencia que remita al exte-
rior del establecimiento penitenciario. No lo ha entendido
así, sin embargo, el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria,
cuya decisión confirmó en apelación la Audiencia Pro-
vincial, al estimar en sus resoluciones, a partir de la ampli-
tud del concepto de intervención de las comunicaciones
de los internos que reconocen los preceptos de la LOGP,
en el sentido de que abarcan tanto las remitidas desde
el centro penitenciario al exterior como las procedentes
del exterior del centro penitenciario, y de las razones
de seguridad que como justificación de la medida se
invocan en el Acuerdo, de aplicación tanto a unas como
a otras comunicaciones, que la intervención de la corres-
pondencia escrita que desde el exterior del centro peni-
tenciario le es enviada al recurrente en amparo tiene
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su cobertura en el Acuerdo de mantener la intervención
de sus comunicaciones.

Pues bien, en este caso en modo alguno puede tachar-
se de inidónea, innecesaria o excesiva, en atención a
la finalidad que se trata de preservar con la medida de
intervención —la seguridad del centro penitenciario- y
las concretas circunstancias particulares del demandan-
te de amparo que determinaron su adopción-su perte-
nencia a la organización ETA—, la interpretación del ámbi-
to material del Acuerdo de mantenimiento de interven-
ción de las comunicaciones de la que implícitamente
parte la Administración penitenciaria al llevar a cabo la
concreta medida de intervención cuestionada por el
recurrente en amparo, y que han confirmado los órganos
jurisdiccionales, en el sentido de entender que aquel
Acuerdo abarca tanto las comunicaciones escritas remi-
tidas por el interno al exterior del centro penitenciario
como las que desde el exterior del mismo le son enviadas
a él. En supuestos como el presente, en los que es de
general conocimiento que la organización a la que per-
tenece el demandante de amparo es especialmente peli-
grosa para la seguridad del centro penitenciario, ya que
en numerosas ocasiones ha atentado contra la seguridad
de las prisiones y la vida y la libertad de sus funcionarios
y trabajadores, se trata de conjurar con la medida de
intervención la peligrosidad de una comunicación incon-
trolada (STC 200/1997, de 24 de noviembre, FJ 5),
cuya eficacia exige o puede exigir la intervención de
las comunicaciones en uno y otro sentido, tanto actúe
el interno como destinatario o emisor de la comunica-
ción, pues de lo contrario sería posible la trasmisión de
datos que pusieran en peligro la seguridad del centro
penitenciario, resultando defraudada o burlada la medida
de intervención en detrimento de la finalidad que con
ella se persigue y que constituye uno de los fines que
pueden justificar desde la perspectiva constitucional una
restricción del ejercicio del derecho al secreto de las comu-
nicaciones (STC 200/1997, de 24 de noviembre, FJ 5).

8. Igual suerte desestimatoria ha de correr la queja
del demandante de amparo relativa a la insuficiente indi-
vidualización de las circunstancias que determinaron la
práctica administrativa de intervenir la correspondencia
escrita que le es remitida desde el exterior del estable-
cimiento penitenciario.

En el Acuerdo en el que aquella práctica encuentra
cobertura se hace referencia a la pertenencia y militancia
activa del demandante de amparo en la organización
terrorista ETA, así como consta en el expediente admi-
nistrativo de la medida de intervención su condena por
haber participado, junto a los miembros del comando
Araba de dicha organización, en un atentado contra la
Casa Cuartel de la Guardia Civil de Llodio. En tal sentido,
este Tribunal tiene declarado que «el dato de la per-
tenencia a una concreta organización de la que consta
que ha atentado reiteradamente contra la seguridad de
las prisiones y contra la vida y la libertad de sus fun-
cionarios supone, en este caso, una individualización sufi-
ciente de las circunstancias que justifican la medida,
ya que se conoce suficientemente el rasgo concreto de
esta organización que en efecto puede poner en peligro
la seguridad y el buen orden del Centro. Como se ha
dicho anteriormente, individualizar las circunstancias que
explican por qué la medida es necesaria para alcanzar
el fin legítimo que se propone no significa que deban
concretarse unas circunstancias exclusivas y excluyentes
del penado. Estas circunstancias justificativas las puede
compartir con los miembros de un determinado grupo
y cuando, como en el presente caso, esto es así, basta
para justificar la medida hacer referencia explícita, o
implícita pero incontrovertible, a esta circunstancia
común al grupo en cuando le es aplicable individual-
mente. No se justifica, pues, la intervención por el tipo

de delito cometido, ni por la pertenencia a un grupo
delictivo, ni siquiera por la pertenencia a un grupo terro-
rista, sino, más concretamente, porque ese grupo ha
llevado y continúa llevando a cabo acciones concretas
que efectivamente ponen en peligro la seguridad y el
orden en los Centros. Se individualiza, pues, la circuns-
tancia común a los miembros del grupo que justifica
la medida al concurrir en uno de sus componentes» (STC
200/1997, de 24 de noviembre, FJ 5; doctrina que rei-
tera la STC 141/1999, de 22 de julio, FJ 6).

9. Tampoco puede prosperar la pretensión de ampa-
ro en razón de la indeterminación temporal que el
recurrente imputa a la medida de intervención de la
correspondencia escrita que le es enviada desde el exte-
rior del centro penitenciario.

El Acuerdo en el que se decide mantener la inter-
vención de las comunicaciones del demandante de
amparo, en el que encuentra cobertura la actuación
administrativa cuestionada, no establece un límite tem-
poral de la medida en relación a una determinada fecha.
Sin embargo, al fundar el mantenimiento de la inter-
vención en la persistencia de la causa que ocasionó la
adopción de la intervención de las comunicaciones del
recurrente en amparo, la cual explicita y especifica, está
condicionando temporalmente la misma a la subsisten-
cia de tal causa, que no es otra que la pertenencia y
militancia activa del demandante de amparo a la orga-
nización terrorista ETA. Si los requisitos constitucional-
mente impuestos a la medida de intervención de las
comunicaciones llevan implícita la exigencia de su levan-
tamiento en el momento en que deje de ser necesaria
por cesación o reducción de las circunstancias que la
justificaron (STC 170/1996, de 29 de octubre, FJ 4),
no cabe concluir que la medida carece de límite temporal
cuando de su propio tenor cabe deducir que la misma
ha de levantarse al cesar las circunstancias específicas
que la motivaron. En este sentido, no puede dejar de
traerse a colación, según resulta de la documentación
que se adjunta a la demanda de amparo y del expediente
administrativo de intervención de las comunicaciones
del recurrente, pese a que éste no resulta completo,
que el Acuerdo de 29 de septiembre de 1997 ha sido
revisado posteriormente, en al menos dos ocasiones,
en orden al levantamiento o mantenimiento de la medida
de intervención por el Consejo de Dirección del Centro
Penitenciario. Todo ello, obvio es, sin perjuicio de que
el interno pueda en cualquier momento exigir la revisión
de la medida si estima que un cambio de las circuns-
tancias obliga a su levantamiento (SSTC 200/1997, de
24 de noviembre, FJ 5; ATC 54/1999, de 8 de marzo).

10. El demandante de amparo sostuvo también en
la vía judicial previa que la medida de intervención de
la correspondencia escrita que le es remitida desde el
exterior del centro penitenciario no había sido comu-
nicada a la autoridad judicial competente, por lo que
vulneraba su derecho al secreto de las comunicaciones.

Pues bien, además de destacar en este extremo la
inexistencia en el expediente administrativo de interven-
ción de las comunicaciones del recurrente en amparo,
requerido por este Tribunal, de un soporte documental
claro y completo acerca de la medida adoptada, lo cierto
es que, si bien consta la notificación al interno del Acuer-
do de mantener la intervención de sus comunicaciones,
en el que encuentra su cobertura la práctica por él denun-
ciada, no existe, sin embargo, constancia alguna, ni tam-
poco en las actuaciones judiciales, de su comunicación
inmediata, ni la de aquella práctica, a la autoridad judicial
competente, en este caso al Juzgado de Vigilancia Peni-
tenciaria al tratarse de un penado (art. 43 RP de 1996),
habiéndose incumplido, por lo tanto, dicha exigencia,
a cuyo alcance y finalidad ya nos hemos referido, y la
garantía que con ella se trata de preservar, la cual no
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puede hacerse depender del eventual ejercicio por el
interno de los recursos procedentes (STC 170/1996,
de 29 de octubre, FJ 3), ni, por consiguiente, conferir
a tal actuación procesal carácter sanador de la omisión
imputable a la Administración penitenciaria.

En consecuencia, ha de concluirse que ha sido vul-
nerado el derecho al secreto de las comunicaciones del
recurrente en amparo al no haber sido comunicados por
el centro penitenciario a la autoridad judicial competente
los actos de intervención de la correspondencia escrita
objeto de este proceso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la presente demanda de amparo y, en su virtud:
1.o Declarar vulnerado el derecho del recurrente en

amparo al secreto de las comunicaciones (art. 18.3 CE),
en relación con el art. 25.2 CE.

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, anular
los actos impugnados de intervención de la correspon-
dencia escrita que le es remitida desde el exterior del
Centro Penitenciario, así como los Autos del Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha,
con sede en Ciudad Real, de 12 de enero y 11 de febrero
de 1998, y de la Sección Segunda de la Audiencia Pro-
vincial de Ciudad Real, de 8 de junio de 1998.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de abril de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

10046 Sala Segunda. Sentencia 107/2001, de 23
de abril de 2001. Recurso de amparo
3353/98. Promovido por don Antonio Joa-
quín Dólera López respecto a los Acuerdos
de la Mesa de la Asamblea de Murcia que
inadmitieron a trámite una pregunta, formu-
lada al Consejo de Gobierno para su respuesta
oral en el Pleno, acerca de la enseñanza
secundaria.
Vulneración de los derechos a participar en
los asuntos públicos y al ejercicio del cargo
parlamentario: inadmisión motivada de pre-
gunta parlamentaria por incompetencia de la
Comunidad Autónoma, pero que versa sobre
un asunto que no es ajeno ni a la acción polí-
tica del Gobierno ni a los intereses de aquélla.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3353/98, promovido
por don Antonio Joaquín Dólera López, Diputado y Por-

tavoz del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Los
Verdes en la Asamblea Regional de Murcia y Abogado
en ejercicio del Ilustre Colegio de Abogados de Murcia,
representado por la Procuradora de los Tribunales doña
Teresa Castro Rodríguez, contra el Acuerdo de la Mesa
de la Cámara, de 30 de marzo de 1998, desestimatorio
de la solicitud de reconsideración del Acuerdo de 11
de marzo de 1998, por el que se inadmitió a trámite
una pregunta formulada al Consejo de Gobierno para
su respuesta oral en el Pleno de la Asamblea Regional.
Han comparecido y formulado alegaciones la Asamblea
Regional de Murcia, representada por el Letrado don
Carlos Montaner Salas, y el Ministerio Fiscal. Ha actuado
como Ponente el Magistrado don Vicente Conde Martín
de Hijas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral del Tribunal Constitucional el día 21 de julio de 1998,
don Antonio Joaquín Dólera López, Diputado y Portavoz
del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Los Verdes
en la Asamblea Regional de Murcia, interpuso recurso
de amparo contra los Acuerdos a los que se ha hecho
mención en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación
de hechos que a continuación sucintamente se extracta:

a) El día 6 de marzo de 1998 el demandante de
amparo presentó ante la Mesa de la Asamblea Regional
de Murcia, de conformidad con lo dispuesto en los arts.
139 y ss. del Reglamento de la Cámara, una pregunta
al Consejo de Gobierno para su respuesta oral en el
Pleno del día 11 de marzo sobre la implantación de
la Enseñanza Secundaria Obligatoria en la Comunidad
Autónoma del siguiente tenor literal:

«Pregunto al Consejo de Gobierno qué medidas
tiene previsto adoptar, por sí o en colaboración con
el Gobierno de la Nación, para que la implantación
de la Enseñanza Secundaria Obligatoria en nuestra
Región se complete y sea equiparable en lo que
se refiere a calidad y dotaciones con la media de
las regiones y nacionalidades del Estado.»

b) La pregunta cumplía todos los requisitos que se
establecen en los arts. 139 y 140, en relación con el
art. 136, del Reglamento de la Asamblea Regional de
Murcia, como así lo confirma el informe de la Letrada
Secretaria General, de fecha 6 de marzo de 1998, en
el que expresamente se indica que «cumple los requisitos
formales que para las iniciativas de dicha clase exigen
los arts. 139 y ss. del Reglamento de la Cámara».

Sin embargo la Mesa de la Cámara, oída la Junta
de Portavoces, en su sesión de 11 de marzo de 1998,
acordó, por tres votos contra uno, inadmitir a trámite
la mencionada pregunta al considerar que «la misma
excede el ámbito competencial de la Comunidad Autó-
noma».

c) El demandante de amparo, mediante escrito de
fecha 11 de marzo de 1998, solicitó la reconsideración
del anterior Acuerdo, que fue desestimada, por tres votos
a favor y dos en contra, por Acuerdo de la Mesa de
la Cámara de 30 de marzo de 1998, notificado al deman-
dante de amparo el día 21 de abril siguiente, que a
continuación se reproduce:

«1. Que el asunto sobre el que se pregunta
al Presidente del Consejo de gobierno (sic) excede
del ámbito de las competencias de la Comunidad
Autónoma. Al solicitar información sobre “las medi-
das a adoptar, por sí o en colaboración con el


